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02. Nuestras propuestas



Las agresiones a los profesionales de la salud
Una situación de riesgo para el Sistema Sanitario
La violencia en el lugar de trabajo constituye un riesgo específico que afecta a cualquier tipo de relación 
laboral y constituye en la actualidad una preocupación prioritaria para el desarrollo de la actividad 
profesional en todos los ámbitos.

Si bien la violencia en el entorno laboral afecta a todos los sectores profesionales, en el sector de la 
atención a la salud esta situación se ha extendido con gran rapidez afectando a un número más elevado de 
profesionales que en otras actividades.

Estas situaciones no son ajenas a nuestro Sistema 
Público de Salud, en el que las situaciones de 
violencia y agresiones a profesionales sanitarios 
constituyen un problema real que, aún afectando 
a una minoría de los profesionales que trabajan en 
este sector, su creciente incremento le hace cobrar 
cada vez mayor importancia.

Por lo que se refiere a Andalucía, las agresiones 
registradas a profesionales del ámbito sanitario en 
los últimos años aumentaron un 35,27%, porcentaje 
superior a los incrementos que se han producido 
a nivel estatal en el mismo periodo (el 25,51%). 
Tres de cada cuatro agresiones registradas por la 
Administración sanitaria andaluza las sufrieron 
mujeres. Produciéndose el mayor número de agresiones en el ámbito de la atención primaria -en más del 
63% de los casos registrados- frente al de la atención especializada y urgencias.

La tendencia expansiva de este fenómeno llevó a los colegios profesionales y organizaciones sindicales a 
trasladar ante todas las instancias públicas su preocupación, lo que dio lugar a que se adoptaran diversas 
iniciativas para prevenir y corregir estas conductas violentas y agresivas que afectan al personal que trabaja 
en el Sistema Nacional de Salud.

“La aprobación del Plan de 
Prevención y Atención de 

Agresiones para los Profesionales 
del Sistema Sanitario Público de 

Andalucía (SSPA), en el año 2005, 
primero en aplicarse en el ámbito 
autonómico, que fue revisado y 

actualizado en el año 2020”
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Entre estas medidas, por lo que se refiere a Andalucía, cabe destacar la aprobación del Plan de Prevención 
y Atención de Agresiones para los Profesionales del Sistema Sanitario Público de Andalucía (SSPA), en el 
año 2005, primero en aplicarse en el ámbito autonómico, que fue revisado y actualizado en el año 2020.

A pesar de su valoración positiva, después de más de una década de su aplicación, el aumento creciente de 
estas situaciones pone de manifiesto la insuficiencia de las medidas adoptadas y la necesidad de proceder 
a su revisión y actualización.

Ante estas circunstancias, por parte de la Institución del Defensor del Pueblo Andaluz se consideró oportuno 
iniciar una actuación de oficio para valorar los efectos de esta situación y de los derechos de los colectivos 
profesionales afectados por la misma, así como la efectividad de las medidas adoptadas al respecto por la 
Administración sanitaria andaluza.

En el curso de la investigación realizada, hemos contado también con la opinión y valoración de las 
corporaciones y organizaciones representativas de los profesionales sanitarios. Junto a los datos y el 
análisis y evaluación de los mismos, hemos estimado oportuno completarla con las consideraciones que se 
han incluido en la Resolución con la que se finaliza dicha actuación de oficio y que se incluyen en el “Estudio 
singular sobre agresiones al personal sanitario en su puesto de trabajo” que ha elaborado esta Institución. )

En cuanto a las causas que dan lugar a estas situaciones de violencia contra el personal de los dispositivos 
sanitarios y su creciente incremento, hemos detectado que muchas de ellas están relacionadas con 
circunstancias personales del propio paciente o su entorno, pero también entre éstas encontramos otras 
causas que tienen relación con aspectos intrínsecos que afectan al funcionamiento o gestión de la propia 

organización sanitaria.

Así, la masificación o saturación de los centros, 
la insuficiencia de recursos humanos que provoca 
retrasos y acortamiento del tiempo de atención en 
las consultas, las largas esperas para la realización 
de pruebas por la insuficiencia de medios, la 
excesiva burocratización de los servicios, la falta de 
explicación de determinadas decisiones o la falta de 
adopción de medidas de índole administrativa ante 
conductas violentas y agresivas, son circunstancias 
que tienen una incidencia directa en que se 
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produzcan estas situaciones y que requieren de actuaciones concluyentes de la Administración sanitaria 
encaminadas a mejorar esos aspectos estructurales, organizativos y de gestión que permitan alcanzar 
mayores niveles de calidad en el funcionamiento del SSPA.

Por ello, y por más que la violencia nunca puede tener justificación, un punto que estimamos crucial para 
reducir las agresiones que se producen en el ámbito sanitario es el de la eliminación de los problemas 
organizativos, estructurales y de gestión en el funcionamiento del SSPA.

En todo caso, para la eficacia de las medidas de prevención y atención de las agresiones en el SSPA es 
indispensable que exista una coordinación fluida y eficaz cooperación entre la Administración sanitaria y 
los colegios profesionales de personal sanitario y con las organizaciones sindicales más representativas del 
sector, así como con las organizaciones de personas usuarias y las profesionales interesadas en este asunto.

Por último, con estas actuaciones también quisiéramos dejar constancia de las difíciles condiciones en que 
los profesionales del ámbito sanitario tiene que desarrollar en muchas ocasiones sus funciones asistenciales, 
cuyo compromiso y profesionalidad en el desempeño de las mismas ha sido reconocido y agradecido por 
toda la sociedad en múltiples ocasiones, y al que también se suma esta Institución.

Más información en Informe Anual 2021. Capítulo 1.5. Empleo Público, Trabajo y Seguridad Social, epígrafe 1.5.2.6.4. 
Las situaciones de violencia que afectan al personal de los equipamientos sanitarios del Sistema Sanitario Público de 
Andalucía (SSPA).
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Una escuela segura frente a la Covid-19
Una responsabilidad compartida entre las administraciones
La seguridad de los colegios ante los contagios por la pandemia ha constituido un objetivo de primer orden 
para las autoridades. Con tal propósito se han venido aprobando diversas iniciativas y documentos para 
el mantenimiento de los centros escolares relacionadas con la limpieza, higiene y desinfección dirigidas 
principalmente a los municipios responsables de dichas labores.

La competencia de los ayuntamientos en las labores 
señaladas no resulta cuestionable. La Ley de 
Bases de Régimen Local, la Ley de racionalización 
y sostenibilidad de la Administración Local o la 
propia Ley de Educación reconocen la obligación 
de las corporaciones locales en la conservación, 
mantenimiento y la vigilancia de los edificios 
escolares de educación infantil, primaria o especial.

Ahora bien, ¿tienen capacidad los ayuntamientos de pequeña entidad para atender estas funciones?, 
¿pueden asumir el incremento de tareas de estas actividades impuestas para frenar la propagación de la 
pandemia? Nuestra experiencia nos inclina a responder negativamente ante estos interrogantes.

La descripción de un genérico concepto de mantenimiento y limpieza que han debido asumir las 
corporaciones locales ha tenido con las medidas anti-pandemia una mayor exigencia y complejidad; lo que 
se traduce indefectiblemente en gasto. Un gasto que si ya resultaba complicado hacer frente en condiciones 
de normalidad para municipios pequeños, ahora esta ardua labor se antoja casi imposible.

Para solucionar este reto hemos de centrar la mirada en las Diputaciones Provinciales encargadas de prestar 
apoyo y asistencia a los ayuntamientos de menor entidad y, previsiblemente, dotados de menor capacidad 
para responder a las exigencias que la normativa especial para luchar contra la pandemia ha regulado para 
los servicios educativos en sus respectivos municipios.

En este contexto, iniciamos una actuación de oficio preguntando a las ocho Diputaciones Provinciales de 
Andalucía sobre las actuaciones realizadas o previstas para ayudar a los ayuntamientos de menor entidad 
en las labores de limpieza y mantenimiento de los colegios.

“Iniciativas y documentos para 
el mantenimiento de los centros 

escolares relacionadas con la 
limpieza, higiene y desinfección”
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Sus respuestas dibujan una situación compleja y diferenciada que dificultan elaborar unas conclusiones 
generales rigurosas. Pero, en todo caso, estamos convencidos de que debe encontrarse un espacio común 
para posibilitar el más eficaz cumplimiento de las exigencias definidas para los servicios de mantenimiento 
de centros educativos adscritos a los municipios gracias a la disponibilidad de vías presupuestarias 
autonómicas y provinciales.

Ciertamente las condiciones de seguridad, limpieza y mantenimiento de los centros docentes que se 
ven, lógicamente, acrecentadas para reforzar sus efectos de seguridad sanitaria, merecen su adecuada 
evaluación y asignación de recursos. Si tales funciones deben desplegarse dotadas de un especial desarrollo 
y refuerzo, correlativamente deberán adoptarse las medidas necesarias con su cobertura presupuestaria.

El criterio señalado nos ha llevado a dirigir una sugerencia a la Consejería de Educación y a las ocho 
Diputaciones Provinciales de Andalucía para que cuenten con vías de apoyo a los ayuntamientos en el 
incremento de sus responsabilidades de mantenimiento y limpieza de los colegios impuestas por las 
autoridades sanitarias para evitar la propagación de la pandemia (queja 20/8282).

Más información en Informe Anual 2021. Capítulo 1.4. Educación, epígrafe 1.4.1.
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Garantías de acceso universal a los servicios 
de la sociedad de la información
Nadie duda hoy de que la brecha digital es la expresión de una nueva forma de exclusión social que afecta 
a colectivos muy amplios y, en mayor o menor medida, a grandes capas de nuestra sociedad.

La brecha digital no hace sino ahondar la situación de exclusión de algunos colectivos a los que dificulta 
ahora el acceso a las herramientas que son precisas para tramitar las ayudas y conseguir los recursos que 
podrían permitirles salir de la exclusión o, simplemente, seguir sobreviviendo.

Pero, además, la brecha digital amenaza con engullir a otros colectivos que no están ahora en situación 
de exclusión social, pero pueden verse abocados a la misma al ser incapaces de hacer uso de unas 
herramientas tecnológicas que se han vuelto indispensables para ejercer en plenitud sus derechos y 
disfrutar de todas las ventajas que ofrece la nueva sociedad digital.

La preocupación de esta Institución ante las 
consecuencias que puede tener la brecha digital 
para la sociedad presente y futura nos llevó a 
organizar el 20 de mayo de 2021 una jornada de 
debate y reflexión bajo el título “Brecha digital. La 
nueva exclusión”, que contó con la participación 
de expertos y representantes de la Universidad 
y la Administración, y nos permitió abordar en 
detalle las múltiples manifestaciones de esta 
nueva realidad y debatir acerca de las medidas y 
soluciones para enfrentarla.

Entre las propuestas que fueron objeto de debate se incluyeron las que esta Institución expuso con 
ocasión del Informe Extraordinario presentado ante el Parlamento de Andalucía bajo el título “Derechos 
de la ciudadanía durante la Covid-19. Primera ola de la pandemia”.

Dichas propuestas iban destinadas a favorecer la inclusión digital de todas las personas e incluían, como 
primera medida a adoptar, el reconocimiento del derecho de todas las personas a acceder en condiciones 
de igualdad, asequibilidad y universalidad a los servicios de la sociedad digital.

“El reconocimiento del derecho 
de todas las personas a acceder 

en condiciones de igualdad, 
asequibilidad y universalidad a los 

servicios de la sociedad digital”
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La consecuencia práctica de este derecho debe ser que todas las personas tengan la posibilidad de 
disponer de los medios y la formación necesaria para acceder a los servicios que ofrece la nueva sociedad 
digital.

Más Información en Informe Anual 2021. Capítulo 1.14. Servicios de interés general y Consumo, epígrafe 
1.14.2.1.4.1. Brecha digital.
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Barriadas sin luz
Un drama social que no cesa
Una vez más. Un año más. Un Informe Anual más, tenemos que denunciar que siguen produciéndose en 
Andalucía cortes en el suministro eléctrico que dejan sumidas en la oscuridad y sin este esencial servicio a 
familias, a bloques de viviendas y, a veces, a barriadas enteras.

Se trata de un problema social muy grave que afecta a miles de personas, que ven vulnerado su derecho a 
disponer de un suministro eléctrico en su vivienda con unas condiciones mínimas de seguridad y calidad.

Esta situación, que se extiende cada vez a más zonas de Andalucía y no parece encontrar una solución 
efectiva, pese a las medidas adoptadas por las administraciones competentes y la compañía suministradora, 
afecta de forma muy directa a los derechos de las personas que viven en estas zonas y cumplen fielmente 
con sus obligaciones como usuarios del servicio eléctrico, perjudicando especialmente a las personas 
mayores y a los menores de edad que ven gravemente afectada su vida cotidiana y el ejercicio de sus 
derechos más fundamentales por la privación de este suministro tan esencial.

Llevamos años destacando esta problemática en nuestros Informes Anuales, denunciando la inaceptable 
vulneración de derechos que se deriva de la misma y reclamando soluciones efectivas para la misma.

Este año, lamentablemente, debemos retomar 
nuestras denuncias y reclamaciones, reseñando 
cómo se ha agravado el problema y exponiendo 
las actuaciones realizadas desde la Institución, 
que tratan de ofrecer propuestas para encontrar 
soluciones efectivas a una realidad cada vez más 
enquistada en nuestra sociedad.

Así, con independencia de las gestiones realizadas en algunos casos particulares, nos parece importante 
destacar que, aprovechando la queja 19/2711 -iniciada de oficio para promover soluciones a este problema-, 
emitíamos en marzo de 2021 un pronunciamiento dirigido a los distintos organismos implicados, relativo a 
los diversos aspectos que estimamos necesario reforzar.

“Denunciando la inaceptable 
vulneración de derechos que se 

deriva de la misma y reclamando 
soluciones efectivas para la misma”

30

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesamos-por-los-cortes-de-luz-que-se-producen-como-consecuencia-de-enganches-ilegales
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/el-defensor-del-pueblo-andaluz-propone-medidas-que-sirvan-de-guia-para-solucionar-el


A la Delegación del Gobierno en Andalucía le hemos propuesto que lidere un plan de intervención que 
permita, con la colaboración de Endesa si fuere necesario, identificar todas las viviendas en las que se 
realiza la actividad delictiva y proceder a su total desmantelamiento, así como su debido seguimiento en el 
tiempo para evitar que se retome.

A la Agencia de Vivienda y Rehabilitación de Andalucía (AVRA) le hemos planteado que desarrolle planes de 
inspección específicamente dirigidos a intervenir en las viviendas públicas que se destinan a plantaciones 
ilícitas de marihuana y evitar nuevas ocupaciones o nuevos usos fraudulentos; así como las que cuentan con 
enganches ilegales a fin de comprobar que mantienen unas condiciones de uso y habitabilidad adecuadas.

A la Dirección General de Energía le hemos pedido que impulse la realización de una auditoría externa para 
conocer el estado real de las redes eléctricas y de todas las instalaciones y equipamientos que intervienen 
en el suministro eléctrico, en todas las zonas donde se produce en mayor medida este problema de los 
cortes de luz. Y, en caso de que fuera necesario a la vista de los resultados obtenidos, que adopte las 
medidas necesarias para impulsar un plan extraordinario de renovación y mejora.
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A la Federación Andaluza de Municipios y Provincias le hemos solicitado que impulse ante los Ayuntamientos 
y las Diputaciones Provinciales la actuación de los servicios sociales comunitarios en la búsqueda de 
soluciones que permitan la regularización del suministro de quienes cuenten con enganches ilícitos por 
problemas de pobreza energética, informen de las posibilidades que ofrecen el bono social y las ayudas 
sociales y, en colaboración de la compañía suministradora, solventen el problema que para la normalización 
de los suministros conllevan los costes derivados del pago del fluido defraudado, así como los costes de 
reconexión y los derivados del arreglo de las instalaciones y la colocación de nuevos equipos de medida.

A Endesa como distribuidora le hemos planteado que ponga los medios necesarios para que las zonas 
afectadas por los cortes de luz dispongan de potencia suficiente, así como un plan especial y urgente de 
renovación y mejora de las redes e instalaciones eléctricas en las zonas que fuere necesario. Asimismo, le 
hemos sugerido que ponga los medios necesarios para llevar a cabo una colaboración activa con las Fuerzas 
y Cuerpos de Seguridad en la detección y erradicación de los enganches ilegales y de los destinados a 
actividades delictivas; con AVRA en la detección y regularización de las instalaciones irregulares, y con los 
Ayuntamientos en la realización de labores de información sobre el bono social y para la regularización de 
los suministros enganchados y el arreglo de las instalaciones y equipos en mal estado.

Todas estas propuestas las hemos trasladado a la Fiscalía de la Comunidad Autónoma para que las tome 
en consideración, al tiempo que le hemos pedido una colaboración efectiva con las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado en relación con las prácticas delictivas vinculadas al cultivo de marihuana, no solo 
mediante el ejercicio de las oportunas acciones penales, sino también adoptando medidas que ayuden a 
facilitar la labor policial contra esta lacra.

Las respuestas obtenidas muestran el interés de las entidades interpeladas por el problema planteado y por 
la búsqueda de soluciones, manifestando su acuerdo con las propuestas efectuadas por esta Institución y 
detallando las actuaciones desarrolladas en el ejercicio de sus respectivas competencias.

No obstante, no apreciamos que ninguna de estas entidades asuman el liderazgo en la coordinación de 
esta tarea, que entendemos debe ser conjunta y a nivel de todo el territorio andaluz. Por ello, seguiremos 
insistiendo.

Más Información en Informe Anual 2021. Capítulo 1.14. Servicios de interés general y Consumo, epígrafe 1.14.2.1.1. 
Energía.
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La Beca 6000 para el alumnado de 
Enseñanzas en régimen de adultos
Una cuestión de justicia
La Beca 6000 se configura como una ayuda para facilitar la permanencia del alumnado que, cumplido 
los 16 años, desee continuar con sus estudios de bachillerato o formación profesional de grado medio. Su 
normativa excluye de estas ayudas al alumnado que curse las enseñanzas en régimen de adultos, es decir, 
aquel que haya cumplido 18 años. Ocurre, sin embargo, que las normas reguladoras de este último régimen 
de enseñanza permite excepcionalmente que cursen las mismas a quienes todavía no hayan alcanzado la 
mayoría de edad.

La ausencia de adecuación entre ambas normativas -Beca 6000 y enseñanzas de adultos- conlleva la 
exclusión de la mencionada Beca a todos aquellos alumnos y alumnas de entre los 16 y 18 años, que, aun 
cumpliendo el resto de requisitos exigidos para acceder a la ayuda al estudio, cursan sus enseñanzas en 
régimen de adultos acogiéndose a las excepciones legalmente establecidas.

Este trato diferenciado adquiere una singular relevancia porque un importante número del alumnado 
excluido puede encontrarse en situación de vulnerabilidad y, por tanto, merecedor de una mayor protección. 
Nos referimos a personas adolescentes o jóvenes que por precariedad económica se ven obligados a 
incorporarse al mercado de trabajo a partir de los 16 años; aquellos otros que padecen enfermedades o 
discapacidades que no les permiten estudiar en régimen ordinario; así como jóvenes que se encuentren en 
situación de dificultad social extrema o riesgo de exclusión.

El régimen de estudios que curse el alumno -ordinario o de personas adultas- no puede ser un condicionante 
excluyente para los potenciales beneficiarios de las ayudas siempre, claro está, que reúnan el resto de 
requisitos establecidos para acceder a las mismas.

Este criterio se ha trasladado a la Administración educativa sugiriendo una modificación de la Orden de 5 de 
julio de 2011, por la que se establecen las bases reguladoras para la concesión de las Becas 6000. Lo que 
hemos propuesto es que se amplíe el ámbito de cobertura de la mencionada Beca haciéndolo extensivo al 
alumnado de entre 16 y 18 años que curse sus estudios en régimen de enseñanzas de Educación Permanente 
de Personas Adultas. La propuesta de esta Defensoría ha sido aceptada (queja 19/5677).

33

http://defensordelmenordeandalucia.es/el-alumnado-de-educacion-permanente-de-personas-adultas-podra-solicitar-la-beca-6000


02 Nuestras propuestas

A vueltas con las agresiones al suelo no 
urbanizable en Andalucía
En nuestro informe anual correspondiente a 2019, mostrábamos nuestra preocupación de años por la 
persistencia de las agresiones que se vienen perpetrando en nuestro territorio contra el suelo no urbanizable 
como consecuencia de la ejecución de obras y edificaciones no autorizadas con el importante daño, en 
muchos casos irreparable, que ello conlleva para sus valores naturales, medioambientales y agrícolas, 
y la ausencia de una respuesta adecuada por parte de los poderes públicos para preservar la disciplina 
urbanística y defender los valores medioambientales de nuestras zonas rurales, por lo que iniciamos de oficio 
la queja 19/4486 con la pretensión de que las diputaciones provinciales presten su máxima colaboración y 
asistencia técnica a los pequeños municipios de nuestra Comunidad de forma que estos dispongan de los 
recursos adecuados para garantizar la protección y defensa de su suelo no urbanizable.

Pues bien, a lo largo de 2020 y de 2021 hemos llevado a cabo su tramitación habiendo dado por 
definitivamente concluidas nuestras actuaciones a fecha de cierre de este Informe Anual.

Así, hemos recibido contestación de las 8 Diputaciones Provinciales a las que nos habíamos dirigido en 
las que en líneas generales se acoge de forma positiva nuestra Resolución, consistente en las siguientes 
recomendaciones:

“Recomendación 1: Que, -ante las agresiones que sufre el suelo no urbanizable de nuestra Comunidad 
Autónoma por la ejecución de obras sin licencia con el consiguiente daño a sus valores ambientales y 
paisajísticos y dada la carencia de medios materiales y humanos con que los pequeños municipios 
pueden hacerles frente para paralizar, impedir y sancionar dichas infracciones urbanísticas- por parte 
de esa Diputación Provincial se organice un Servicio o Sección Especifico suficientemente dotado para 
prestarles asistencia, asesoramiento y apoyo en materia de disciplina urbanística y, más concretamente, 
en la instrucción, resolución y ejecución de los procedimientos de restauración de la legalidad urbanística 
que, por estas graves infracciones, deban instruirse.

Recomendación 2: En todo caso, dada la competencia propia municipal en materia de disciplina 
urbanística, este servicio se prestará a los municipios que así lo soliciten mediante la aprobación de una 
norma provincial que regule los términos y requisitos de asistencia y las formas de financiación, que en 
cada caso correspondan, de acuerdo, al menos, con los criterios de atención preferente a los municipios 
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de menor población y a los municipios de insuficiente capacidad económica y de gestión, así como la 
urgencia de la asistencia requerida y, en caso de estimarlo conveniente, mediante la suscripción de los 
correspondientes convenios de colaboración, determinando las funciones que asume el Servicio o Sección 
Provincial que, a nuestro juicio, deben ir más allá de la sola emisión de informes técnicos y jurídicos y 
conllevar un efectivo impulso en la instrucción, tramitación y ejecución de los expedientes de restauración 
de la legalidad urbanística.

Recomendación 3: Por otra parte, dada la complejidad técnica que, especialmente para los Servicios 
Técnicos de los pequeños municipios, supone la aplicación de las medidas previstas en el Decreto-Ley 3/2019, 
de 24 de septiembre, de medidas urgentes para la adecuación ambiental y territorial de las edificaciones 
irregulares en la Comunidad Autónoma de Andalucía y de las que prevé el anteproyecto de Ley de Impulso 
para la Sostenibilidad del Territorio en Andalucía, resulta imprescindible extender la colaboración a prestar 
por las Diputaciones Provinciales (también por los Servicios de Inspección Urbanística de la Comunidad 
Autónoma) a la implantación de estas medidas que, previsiblemente, deben conllevar una mejora de la 
articulación de las actuaciones encaminadas a impedir nuevas edificaciones irregulares en el suelo no 
urbanizable.

Recomendación 4: De todas estas iniciativas, se deberá ofrecer amplia información y asesoramiento 
específico a los responsables municipales al objeto de que tomen debida conciencia de sus competencias 
propias en materia de disciplina urbanística y tengan conocimiento de la colaboración que las Diputaciones 
Provinciales y la Junta de Andalucía pueden prestarles en el ejercicio de estas competencias en sus 
respectivos términos territoriales.

De esta Resolución se da cuenta igualmente a la Viceconsejería de Fomento, Infraestructuras y Ordenación 
del Territorio para que, a su vez, los Servicios de Inspección Urbanística de la Comunidad Autónoma 
articulen una colaboración, coordinación y cooperación efectiva con las Diputaciones Provinciales a los 
efectos de la preservación del suelo no urbanizable en los pequeños municipios que se ven afectados por 
este tipo de infracciones urbanísticas y ambientales”.

Por su parte, la Consejería de Fomento, Infraestructuras y Ordenación del Territorio, nos respondió diciendo 
que comparte el análisis realizado por esa Institución en relación con la protección del suelo no urbanizable 
en Andalucía. Asimismo, nos daba cuenta de que en el año 2020, a pesar incluso de las dificultades 
padecidas por la crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19, el número de actuaciones inspectoras de la 
administración autonómica se ha incrementado un 12% respecto a 2019 y prácticamente llega a duplicar el 
número de expedientes tramitados en 2018 (incremento superior al 95% respecto a 2018).
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Reivindicamos una interpretación no 
restrictiva de los contratos de alquiler de 
vivienda de temporada para la concesión de 
ayudas al alquiler de vivienda habitual
En 2020, ya tratábamos la problemática de índole interpretativa que se nos había planteado con ocasión 
de la resolución desestimatoria de solicitudes formuladas al amparo de la convocatoria de ayudas al 
alquiler para vivienda habitual, a personas en situación de especial vulnerabilidad, con ingresos limitados 
y a jóvenes en la Comunidad Autónoma de Andalucía, efectuada por la Orden de 30 de octubre de 2018, 
en régimen de concurrencia no competitiva.

Algunas de las personas afectadas se habían dirigido solicitando amparo a esta Institución, al haberles sido 
denegadas las ayudas solicitadas por los organismos competentes para resolver, en concreto de Granada 
y Málaga, por no cumplir el requisito de tratarse de un arrendamiento de vivienda habitual por haberse 
valorado que se trataban de contratos de arrendamiento de vivienda de temporada.

En el curso de tramitación de estos expedientes, en el mes de noviembre de 2020 dirigimos a la Secretaría 
General de Vivienda una Resolución, con una Recomendación a fin de que diera instrucciones para que en 

Finalmente se nos comunicaba que en la línea de las Recomendaciones de esta Institución, y aprovechando 
el impulso de la Resolución, se iba a remitir un borrador de convenio a la mayor brevedad a las distintas 
diputaciones provinciales con objeto de mejorar la eficiencia de la gestión pública en el ejercicio de la 
disciplina urbanística, estableciendo un marco jurídico general de colaboración en disciplina urbanística 
entre la administración autonómica y las diputaciones provinciales.

En vista de todo ello, consideramos plenamente aceptadas nuestras recomendaciones con lo que esperamos 
que con las medidas adoptadas, tanto por las diputaciones provinciales como por la Consejería de Fomento, 
Infraestructuras y Ordenación del Territorio se siga avanzando en la protección y defensa del suelo no 
urbanizable de nuestra comunidad autónoma.

Más información en subcapítulo C.1.16
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la interpretación del requisito exigido en la Base Tercera de la Orden de 17 de octubre de 2018 (“titulares 
de un contrato de arrendamiento de vivienda”) por parte de las Delegaciones Territoriales no se atienda 
a la calificación literal de los contratos de arrendamiento de temporada, sino a la calificación real fruto 
del examen de las circunstancias de cada supuesto demostradas por los solicitantes y de la finalidad del 
contrato y voluntad real de las partes.

Asimismo, formulamos una Sugerencia para que se revisasen todas las solicitudes de ayuda al alquiler que 
se hubieran desestimado en aplicación de una interpretación literal y restrictiva de los contratos de alquiler 
aportados, procediendo a emitir, en su caso, resolución estimatoria de las mismas previo el procedimiento 
que legalmente proceda.

A la fecha de cierre de aquella Memoria, no habíamos recibido respuesta por lo que dimos cuenta del 
resultado de nuestras actuaciones durante el ejercicio 2021.

La Secretaría General de Vivienda en su respuesta a nuestra Resolución informó de la existencia de la 
instrucción de 2019, afirmando que desde dicha fecha se venía aplicando el criterio defendido por esta 
Institución y que se estaban revisando las solicitudes que hasta ese momento se habían tramitado, “con la 
excepción del caso que nos ocupa”, sin explicar por qué se adoptó un criterio distinto en este caso.

Sin embargo, de lo expuesto anteriormente resulta evidente que la instrucción de 24 de septiembre de 2019 
no fue atendida al menos por las Delegaciones Territoriales de Granada y Málaga, no solo en los expedientes 
tramitados con anterioridad a la misma, sino también en actuaciones posteriores a dicha fecha. Por esta 
razón, no podemos estimar aún como aceptada de modo íntegro la Resolución formulada.

A este respecto, hemos de traer a colación la Ley 9/2007, de 22 de octubre, Ley de Administración de 
la Junta de Andalucía, que en su capítulo II, sección 3ª, referida a Instrucciones, Circulares y Órdenes 
de Servicio, establece en el artículo 98 que las circulares son «normas internas dictadas por los órganos 
superiores y directivos encaminadas a recordar a los órganos y unidades que de ellos dependen la aplicación 
de determinadas disposiciones o a establecer su interpretación a fin de que sean objeto de una aplicación 
homogénea en Andalucía».

En consecuencia, para considerar estimada la RECOMENDACIÓN formulada, se estima necesario que se 
dicte una circular aclaratoria respecto a la interpretación adecuada del requisito de ser “titulares de un 
contrato de arrendamiento de vivienda” exigido en la Base Tercera de la Orden de 17 de octubre de 2018, 
a fin de garantizar su aplicación por todas las Delegaciones Territoriales.
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En cuanto a la Sugerencia para que se revisasen todas las solicitudes de ayuda al alquiler que se hubiesen 
desestimado en aplicación de una interpretación literal y restrictiva de los contratos de alquiler aportados, 
hemos interesado un nuevo informe del resultado de la revisión efectuada de todas aquellas solicitudes 
desestimadas tanto antes como después de la instrucción de 2019 en aplicación de una interpretación 
literal y restrictiva de los contratos de alquiler aportados.

Por otra parte, no podemos obviar que se ha producido un funcionamiento inadecuado por parte de la 
Delegación Territorial de Granada, que como se ha señalado no rectificó su criterio, en contra de una 
instrucción de la Secretaría General de Vivienda, hasta que se vio obligada por una resolución judicial.

En este sentido, el artículo 6 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público, 
dispone en su apartado segundo que el incumplimiento de las instrucciones u órdenes de servicio no 
afecta por sí solo a la validez de los actos dictados por los órganos administrativos, sin perjuicio de la 
responsabilidad disciplinaria en que se pueda incurrir.

El Estatuto de Autonomía para Andalucía garantiza en su artículo 31 el derecho a una buena administración, 
el cual comprende el derecho de todos ante las Administraciones Públicas, a participar plenamente en las 
decisiones que les afecten, obteniendo de ellas una información veraz y a que sus asuntos se traten de 
manera objetiva e imparcial y sean resueltos en un plazo razonable.

Asimismo, de acuerdo con los artículos 133 del Estatuto de Autonomía para Andalucía y 103 de la 
Constitución, la Administración debe actuar de acuerdo con una serie de principios, entre ellos, los de 
eficacia, eficiencia, simplificación de procedimientos, transparencia, buena fe, protección de la confianza 
legítima y proximidad a los ciudadanos, así como sometimiento a la Constitución, al Estatuto y al resto del 
ordenamiento jurídico.

Dichos principios también se recogen en el artículo 3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen 
Jurídico del Sector Público.

Estos principios rectores de la actuación administrativa no son meros brindis al sol y por ello el artículo 
106 de la Constitución Española consagra la exigencia y deber de la Administración de indemnizar a todos 
los particulares que, en los términos establecidos por la Ley, sufran cualquier lesión como consecuencia 
del funcionamiento de los servicios públicos, bien por acción u omisión de las Administraciones Públicas, 
excluyéndose, aquellos que sean consecuencia de fuerza mayor. Así, la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público, regula en el artículo 32.2, que el daño alegado habrá de ser efectivo, 
evaluable económicamente e individualizado con relación a una persona o grupo de personas.

“La exigencia y deber de la 
Administración de indemnizar 
a todos los particulares que, en 
los términos establecidos por la 

Ley, sufran cualquier lesión como 
consecuencia del funcionamiento 

de los servicios públicos”
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A la vista de todo hemos formulado la siguiente RESOLUCIÓN:

«SUGERENCIA para que tanto en este caso concreto, como en aquellos otros que haya en las mismas 
circunstancias, se inicie de oficio procedimiento de responsabilidad patrimonial en aquellos expedientes 
en los que, con posterioridad a la instrucción dictada por la Secretaría General de Vivienda con fecha 23 
de septiembre de 2019, se aplicó una interpretación restrictiva del requisito de ser “titulares de un contrato 
de arrendamiento de vivienda” exigido en la Base Tercera de la Orden de 17 de octubre de 2018, dando 
lugar a la desestimación de las solicitudes de ayudas al alquiler o provocando un retraso en la tramitación 
y percepción de dichas ayudas, en caso de que resultaran finalmente estimadas».

A la fecha de cierre de este informe anual esperamos respuesta a esta resolución.

Más información en Informe Anual 2021. Capítulo 1.17. Vivienda, epígrafe 1.17.2.3.2. Convocatoria 2018.
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El correcto reconocimiento con carácter 
retroactivo de los trienios perfeccionados en 
más de un grupo al personal funcionario
En los últimos meses se ha culminado la solución de un complejo asunto que se ha venido tramitando 
desde hace años en esta Institución y que pone de manifiesto, muy significativamente, el funcionamiento 
del Defensor del Pueblo Andaluz en el cumplimiento de los cometidos garantistas de los derechos de la 
ciudadanía que tiene encomendados.

El asunto en cuestión se planteó por la valoración de trienios que se han cumplido en diferentes grupos que 
venía realizando la Administración de la Junta de Andalucía, con arreglo al art. 23.2. b) de la Ley 30/1984, 
de 2 de agosto de Medidas para la reforma de la Función Pública, en vez de aplicar la legislación andaluza 
que considerábamos procedente, que era el art. 46.2 de la Ley 6/1985, de 28 de noviembre, de Ordenación 
de la Función Pública de Andalucía.

Esta forma de proceder fue denunciada al Defensor del Pueblo Andaluz por la organización sindical SAF, 
en el año 2018, y tras la tramitación de la correspondiente queja, y del Informe emitido por el Gabinete 
Jurídico de la Junta de Andalucía, con fecha 15 de enero de 2019, se dicta la Instrucción 1/2019, por la que 
se modifica la Instrucción 3/2005, de aplicación en esta materia, dando una nueva redacción al apartado 
Undécimo, en el sentido que se propugnaba por esta Institución y los promotores de las quejas que habían 
denunciado esta situación ante la misma.

No obstante, a partir de estos antecedentes, se vuelven a dirigir a esta Institución nuevas quejas poniendo 
de manifiesto su disconformidad con la interpretación que se había dado por parte de la Secretaría General 
para la Administración Pública al Informe del Gabinete Jurídico, al incluir que, para el reconocimiento de 
dichos trienios, no se tendrían en cuenta los servicios prestados en otras Administraciones, y limitar su 
aplicación a los trienios perfeccionados a partir de la firma de la misma.

Tras la admisión a trámite de dichas quejas, en la queja 19/0739, promovida por el SAF, se solicitó el 
correspondiente informe a la Administración de la Junta de Andalucía. En su respuesta, consideraba que 
se trataba de un mero cambio interpretativo que no tenía consecuencias para el reconocimiento de trienios 
realizados con anterioridad, a pesar de que la interpretación mantenida había supuesto un perjuicio evidente 
para aquellos empleados públicos que solicitaron el reconocimiento de trienios devengados en más de un 
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grupo con anterioridad a la fecha de aprobación de la citada Instrucción 1/2019 y no se les había reconocido 
en el grupo superior por ese motivo.

Ante este proceder, planteábamos a la Administración la necesidad de adoptar las medidas oportunas para 
contrarrestar, en el marco de la legalidad vigente, los efectos discriminatorios que se estaban produciendo 
con su actuación.

En consecuencia, se formuló Resolución a la Dirección General de Recursos Humanos y Función Pública 
recomendando la modificación para que se valorara, a efectos de reconocimiento de trienios completados 
en más de un grupo, los servicios prestados en todas las Administraciones incluidas en el art.1 de la Ley 
70/1978, de 26 de diciembre, de reconocimiento de servicios previos en la Administración Pública.

Asimismo, se le recomendó que, en el marco legal vigente, se adoptaran las medidas que se consideraran 
más procedentes para que al personal funcionario al que se le hubiera reconocido erróneamente los 
trienios devengados en más de un grupo con anterioridad a la fecha de efectos de la Instrucción 1/2019, 
aplicándole una norma legal que no procedía, se le pudiera revisar dicha decisión y contrarrestar los efectos 
desfavorables ocasionados por la misma.

A pesar de ello, durante el año 2021, la referida organización sindical y numerosas personas interesadas 
volvieron a dirigir a esta Institución nuevas comunicaciones en las que se ponía de manifiesto que, a pesar del 
contenido de la Resolución formulada, que fue aceptada por la Viceconsejería de Presidencia, Administración 
Pública e Interior, seguían sin adoptarse por parte de la Administración de la Junta de Andalucía las medidas 
que permitieran el adecuado otorgamiento de los trienios indebidamente reconocidos en un grupo inferior 
con anterioridad al año 2016.

Ante esta situación, por parte del Defensor del pueblo Andaluz se inició una nueva actuación de oficio sobre 
este asunto, la 21/0014, constatando que, ni la redacción que finalmente se había dado al apartado Segundo 
de la Instrucción 1/2019, ni la del Cuarto de la Instrucción 1/2020, ni el contenido de la nota aclaratoria 
de la Subdirección de Ordenación y Regulación de la Dirección General de Recursos Humanos y Función 
Pública, iban en la dirección que se había recomendado, sino más bien en la contraria, al perpetuar esos 
efectos desfavorables consecuencia de la aplicación errónea por la Administración de la Junta de Andalucía 
de una norma que no procedía, y que así lo había reconocido.

En base a estas consideraciones, y a recientes sentencias judiciales sobre este asunto coincidentes con los 
criterios mantenidos por esta Institución en sus resoluciones, se concluyó recomendando nuevamente a dicha 
Administración que procediera a la revocación de los actos de reconocimiento de los trienios completados 
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en más de un grupo con arreglo a la Ley 30/1984, que hubieran sido reconocidos con posterioridad a la 
entrada en vigor de la Ley 6/1985, y se procediera a su reconocimiento con arreglo a dicha Ley con efectos 
administrativos de la misma fecha, así como al reconocimiento de la compensación económica procedente, 
en su caso, correspondiente al plazo general de cuatro años de prescripción de las obligaciones económicas, 
a partir de la fecha de solicitud de su adecuado reconocimiento.

Asimismo, se le sugiere que se proceda a modificar nuevamente el apartado Segundo de la Instrucción 
1/2019, de 16 de enero, y el apartado Cuarto de la Instrucción 1/2020, de 8 de septiembre, a fin de que 
puedan ser atendidas todas las solicitudes de revocación y compensación económica de los trienios 
completados en más de un grupo, indebidamente reconocidos, a partir de la fecha de entrada en vigor de 
la Ley 6/1985, limitando el abono de las diferencias retributivas que resulten, en su caso, al plazo general 
de cuatro años de prescripción de las obligaciones económicas que establece el art. 30 del Texto Refundido 
de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía.
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Finalmente, atendiendo a las consideraciones y resoluciones formuladas por esta Institución, se adopta 
esta nueva Instrucción en la que se da una nueva redacción al apartado Undécimo de la Instrucción 3/2005, 
completándolo con un segundo párrafo en el que se determina el alcance que tienen las consecuencias del 
cambio de criterio en cuanto a la norma de aplicación para la valoración de los trienios perfeccionados en 
más de un grupo o subgrupo de clasificación profesional, en el sentido recomendado por esta Institución.

Con este último cambio normativo queda restablecido el derecho a la correcta percepción de los trienios 
completados en más de un grupo del personal funcionario de la Junta de Andalucía. Derechos que, tras la 
persistente actuación de esta institución en este asunto, han quedado plenamente garantizados. Y de lo que 
también nos congratulamos.

Más información en Informe Anual 2021. Capítulo 1.5. Empleo Público, Trabajo y Seguridad Social, epígrafe 1.5.2.6.3. 
Reconocimiento con carácter retroactivo de los trienios perfeccionados en más de un grupo por aplicación del art. 
46 de la Ley 6/1985.

La defensa de la salud en el entorno rural
El sistema sanitario público es un servicio troncal para la sociedad, la salud, uno de los pilares del bienestar, 
un derecho social inestimable y los poderes públicos tienen, como todos sabemos, el deber de garantizar sus 
recursos y prestaciones.

La Ley General de Sanidad 14/1986, de 25 de abril, sienta entre los principios generales del Sistema de Salud, 
la extensión de la asistencia sanitaria pública a toda la población española y la igualdad efectiva en el acceso 
a ella y a las prestaciones sanitarias, especificando que la política de salud estará orientada a la superación de 
los desequilibrios territoriales y sociales (artículo 3).

En una sociedad globalizada como la de nuestra contemporaneidad, el sistema sanitario público ha de 
enfrentarse a retos generales que desafían su equilibrio y cuya superación forma parte de obligaciones a 
cargo de los responsables públicos. Estos retos, además, se manifiestan de forma más acusada en el medio 
rural y no olvidemos que en Andalucía existen 778 municipios, de los que 524 se comprenden en el concepto 
de “rural” (66,7%), habitados por el 17,3% de la población total (1.455.663 personas del total de 8.414.240).

Los datos del Instituto de Estadística y Cartografía de Andalucía arrojan la importancia cuantitativa territorial 
del medio rural, de forma que la envergadura de la cuestión que analizamos exige poder contar con unos 
responsables públicos que no solo sepan ver las dificultades debidamente contextualizadas, sino que tengan 
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la capacidad de darles una respuesta solvente y proyectada en el tiempo con profundidad, ya que, como en 
todos los aspectos de la vida, no podemos conformarnos con soluciones simplistas y a corto plazo que acaban 
formando parte misma del problema.

Así, aunque bajo la bandera de “la España vaciada” la necesidad de paliar las carencias que sufre el entorno 
rural viene siendo objeto de regulación normativa (Ley 45/2007, de 13 de diciembre, para el desarrollo 
sostenible del medio rural) y de anunciados Programas y propósitos de Estrategias nacionales y autonómicos, 
hasta la fecha parece tratarse de intenciones sin resultados apreciables en relación con la prestación del 
servicio público de salud en el medio rural.

Antes al contrario, la asistencia sanitaria pública en dicho entorno se ve constantemente amenazada y en 
peligro de extinción algunas de sus prestaciones, de manera que la población que pervive en municipios 
rurales va perdiendo paulatinamente acceso a unos servicios sanitarios que, entre otras carencias, cada 
vez cuentan con menor dotación de personal sanitario en sus dispositivos. Es más, en un círculo vicioso, la 
minoración del volumen de población de algunas zonas, que sobre el papel de las normas y Estrategias se 
dice querer combatir, es al propio tiempo el argumento contradictorio empleado por los gestores públicos 
andaluces para cuestionar el mantenimiento de algunos servicios sanitarios rurales, como los de urgencias de 
atención primaria, o para justificar incluso su supresión.

La escasez de médicos de familia y de pediatras, la atención sanitaria de urgencias, los medios para la 
dispensación de cuidados paliativos domiciliarios o la necesidad de coordinación sociosanitaria, entre otras 
cuestiones, que desde hace décadas conocemos en esta Institución, precisan de planificación y recursos 
acordes al territorio y al perfil de las personas que lo habitan.

En el territorio andaluz se anunció en julio de 2019 el diseño de una Estrategia frente al Desafío Demográfico 
(Acuerdo del Consejo de Gobierno de 9 de julio de 2019), que impulsaría la Consejería de la Presidencia de 
la Junta de Andalucía en coordinación con otros departamentos, para afrontar retos como la despoblación, 
que se preveía dotar presupuestariamente con 2,5 millones de euros para la lucha contra la despoblación 
y 2 millones adicionales para el fomento del desarrollo económico y social de las entidades locales de la 
comunidad y, si bien este proyecto no llegó a prosperar, desconocemos si contaba con previsiones concretas 
en materia de servicios sanitarios.

Nuevamente a mediados de 2021 se anunció la intención del Gobierno andaluz de aprobar de forma inminente 
la Estrategia Andaluza frente al Desafío Demográfico, entre cuyos ejes se encontraría una mejora de los 
servicios básicos, de acuerdo con las demandas concretas de la población andaluza aportadas por el Comité 
Coordinador integrado por miembros de todas las Consejerías. Tampoco en esta ocasión se ha consumado 
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el propósito, entre cuyos objetivos específicos seguimos preguntándonos si se encuentran los esenciales 
servicios sanitarios en el medio rural.

Entretanto persisten enquistados problemas sanitarios como los citados, engrosados por nuevos retrocesos 
previsibles mientras no se adopten medidas que reviertan la inercia, mostrando que, en realidad, el problema 
de la “España vaciada” puede acabar transitando por el último tramo de su recorrido, por el final de un 
camino cuyo origen y evolución se anuncian desde largo.

Esta amenaza y la percepción de una falta práctica de respuesta para remediarla, ha llevado a las Defensorías 
de España a convocar unas Jornadas de Coordinación que tendrán lugar en 2022, con el objetivo de adoptar 
un posicionamiento común en defensa del derecho constitucional a la protección de la salud y de la igualdad 
efectiva en el acceso a la asistencia sanitaria pública y a las prestaciones sanitarias, instando al cumplimiento 
del mandato legal de implantar políticas públicas de salud que permitan superar los desequilibrios territoriales, 
resolviendo las carencias que a diario nos traslada la ciudadanía andaluza en relación con los servicios de 
salud públicos en el entorno rural.

Posibilidades de intervención mediadora 
de los defensores del pueblo en el ámbito 
contencioso administrativo
La mediación extrajudicial que está llevando a cabo el Defensor del Pueblo  Andaluz, está mejorando las 
relaciones entre administrados y administraciones  públicas. Por ello, se plantea ahora la posibilidad de 
explorar la mediación en la  esfera intrajudicial

Hace unos años, en concreto en 2015, el Defensor del Pueblo Andaluz se planteó incorporar una nueva 
forma de gestionar las quejas ciudadanas, referidas a las controversias que se originan, fundamentalmente, 
entre sociedad y administraciones públicas.

El enfoque innovador requería otorgar una mirada distinta a la forma en que, desde sus comienzos, décadas 
atrás, se cumple con la función garantista que debe procurar la Defensoría.

Para ello, se analizó y debatió en profundidad acerca de las dificultades legales que podría generar incorporar 
la mediación, como herramienta no prevista expresamente en la ley reguladora de la figura del Defensor y 
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se consideraron todos los obstáculos que, a priori, podría originar el cumplimiento del proceso mediador y 
sus características esenciales, manteniendo siempre el obligado respeto a los elementos definitorios de la 
Institución en la que se pretendía encuadrar.

La experiencia comenzó con humildad pero 
con convencimiento en 2016 y, actualmente, la 
mediación ya es una realidad. La mediación se 
conforma como una herramienta que funciona en 
paralelo a la actividad de supervisión clásica, que la 
ley recoge de forma expresa.

No ha sido fácil lograr estos avances, sobre todo por 
la falta de comprensión general de la herramienta 
y de la capacidad de asumir que puede ser útil y 

eficaz en la parcela del derecho administrativo, que presenta, históricamente, rigideces propias del sistema, 
el necesario sometimiento de la Administración al principio de legalidad y una asimetría entre las partes que 
protagonizarán el proceso, en la que además existe un procedimiento como el administrativo, en términos 
generales, complejo para la ciudadanía.

Sin embargo, se cuenta con datos suficientes para afirmar que la mediación extrajudicial que está llevando 
a cabo el Defensor del Pueblo Andaluz, está evitando pleitos, alcanzando soluciones consensuadas en el 
marco de la norma y mejorando las relaciones entre administrados y administraciones públicas.

Los resultados que arroja este camino han generado confianza y satisfacción, tanto en la ciudadanía 
como en las distintas administraciones públicas y ello constituye un aval para continuar consolidando este 
mecanismo de gestión de conflictos sociales en el ámbito del derecho administrativo. Por ello, se plantea 
ahora la posibilidad de explorar la mediación en la esfera intrajudicial.

Acercar la Institución del Defensor del Pueblo a la Jurisdicción contencioso-administrativa, con la que 
tradicionalmente ha habido una relación de mutuo respeto a las parcelas de cada cual, cuestión obligada 
por ley, exige máxima prudencia.

Los espacios en los que interviene un tribunal no pueden ser ocupados por el Defensor del Pueblo, estando 
obligado a no intervenir en esos asuntos, en lógica coherencia con la independencia judicial que consagra 
nuestra Constitución.

“El Defensor pueda convertirse 
en una figura mediadora para 

los supuestos en que el juzgado o 
tribunal decida derivar un asunto 

a mediación”
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Sin embargo, ello no obsta para que el Defensor pueda convertirse en una figura mediadora para los 
supuestos en que el juzgado o tribunal decida derivar un asunto a mediación, en la medida en que a partir 
de ese momento, y hasta tanto los autos no vuelvan a activarse, la jurisdicción simplemente se mantiene en 
suspenso, a la espera.

El Consejo General del Poder Judicial manifiesta expresamente en su guía para la práctica de la mediación 
intrajudicial contencioso-administrativa que estos mecanismos se conforman como solución complementaria 
o alternativa al litigio, con las bondades que ello comporta para las partes, para la sociedad, para las 
dinámicas de los propios Tribunales.

Así pues, el Defensor del Pueblo Andaluz ha firmado con dicho Consejo un convenio de colaboración 
que, amén de mostrar el interés común en la promoción y desarrollo de la mediación administrativa y 
contencioso-administrativa como vía complementaria de solución de conflictos, ambas instituciones 
manifiestan su intención de cooperar de manera estrecha y activa para hacer realidad la mediación del 
Defensor del Pueblo en aquellos asuntos en los que, siendo de su competencia material y territorial, le sean 
derivados desde la jurisdicción contencioso-administrativa.

Con ello se cumplen los siguientes objetivos:

	−  Brindar un procedimiento complementario a la labor supervisora del Defensor así como al proceso 
judicial, aunando esfuerzos entre dos Instituciones garantes de derechos.

	−  Ofrecer un espacio que supere la complejidad del acceso a la jurisdicción contencioso-administrativa, 
las dilaciones en la tramitación, el incremento de la litigiosidad y los costes y formalidades del proceso.

	−  Avanzar de forma conjunta en la transformación de la relación entre Administración Pública y ciudadanía, 
a través de la búsqueda de fórmulas flexibles que permitan que la potestad administrativa se pueda 
también ejercer aprovechando la comunicación entre las partes y la introducción por ellas de aspectos 
subjetivos que suelen quedar al margen del procedimiento formal.

En conclusión, el escenario que se pone a disposición de la sociedad andaluza para gestionar las controversias 
en materia de derecho administrativo pretende enriquecerse de manera sustancial. Este acuerdo entre la 
jurisdicción y la defensoría, con la conjunción de efectos positivos que arroja la mediación como herramienta, 
logrará, sin dudas, una justicia más ágil, cercana y humana.

Más Información en Informe Anual 2021. Capítulo 1.9.  Mediación, epígrafe 1.9.3.2. Convenios de colaboración con 
entidades e Instituciones.
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